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FOE-OP-288

Licenciado

Ricardo Jiménez Godínez

Auditor Interno

Consejo de Transporte Público

Estimado señor:

Asunto: 
Respuesta a la nota N° AI-06-0056 del 13 de febrero de 2006 en relación con la disposición de activos por parte del Consejo de Transporte Público. 


Se da respuesta a la nota N° AI-06-0056 del 13 de febrero de 2006, por medio de la cual consulta a este órgano contralor lo siguiente:

1. ¿Puede el Presidente o Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público firmar convenios, contratos u otros mecanismos previstos por la ley para ceder, trasladar o prestar su patrimonio, activos, materiales, suministros o personal?.

2. ¿Cuál sería la normativa legal que facultaría a la Administración del Consejo de Transporte Público para firmar algunos de los mecanismos previstos por el ordenamiento jurídico para ceder o prestar su patrimonio, mobiliario o personal bajo su dirección?.

Antes de hacer referencia a los puntos consultados, debe aclararse que, contrario a lo indicado en la nota que aquí se responde, en la reunión sostenida por los abajo firmantes con funcionarios de esa Auditoría Interna, nunca existió un supuesto consenso en el sentido de que en el oficio de esta Contraloría General N° 0709 del 18 de enero del año en curso (FOE-OP-39), por medio del cual se dio respuesta a la nota N° AI-05-0790 del 14 de noviembre de 2005 referente al uso por parte del Viceministro de Transportes de bienes que le fueron asignados al Presidente de ese Consejo, no se había analizado con suficiente profundidad la normativa legal vigente sobre el tema objeto de consulta.


Tal y como consta expresamente en el oficio N° 0709 antes citado, el criterio externado por este órgano contralor en ese momento se refería al hecho de que esa Auditoría Interna había observado “una serie de prácticas utilizadas por ese Consejo, para direccionar Activos (Patrimonio) propiedad de éste, al Despacho del Viceministro del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, utilizando la figura de Presidente de Junta Directiva”, particularmente en el sentido de que al Viceministro de Transportes se le habían facilitado “vehículos propiedad del Consejo de Transporte Público, personal de apoyo destacado en el Consejo de Transporte Público y una fotocopiadora cuyo bien se encuentra bajo contrato” (sic). 


Se manifestó en aquel momento, mediante la citada nota N° AI-05-0790, que “Todos los bienes y personal asignados, están siendo utilizados en apariencia, en actividades propias del Despacho del Señor Viceministro del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, el Lic. Eduardo Montero González, sin que exista evidencia formal alguna entre las partes, que regule dichas asignaciones”.


Con fundamento en lo anterior se le solicitó a esta Contraloría General que emitiera su criterio en torno a los hechos expuestos.


De lo anteriormente dicho se tiene que esa Auditoría Interna en realidad no presentó en ese momento una consulta puntual relativa a aspectos técnicos o legales sobre los cuales tuviera alguna duda con el fin de aplicarlos en algún caso concreto, sino que por el contrario, lo que hizo fue exponer una determinada situación de hecho sobre la que solicitó el pronunciamiento de este órgano contralor.


Esto motivó inicialmente la posibilidad de que el asunto fuera tratado como una denuncia, lo cual resultaba lógico desde la perspectiva que se pedía que este órgano contralor se refiriera a supuestos hechos considerados irregulares.


No obstante, debido a la connotación de consulta propia del documento y a que éste estaba dirigido por esa Auditoría Interna con el fin de contar con mayores elementos de juicio, en relación con un asunto que estaba valorando, se estimó posteriormente que no podía seguir ese trámite, con lo cual se decidió, con un  ánimo de colaboración con esa Auditoría, encausarlo como una consulta, a pesar de que, como se dijo anteriormente, no existía un cuestionamiento técnico o legal debidamente expuesto como para ser tratado como tal.


La ausencia de una consulta clara y precisa provocó a su vez que esta Contraloría General analizara la situación en la que se encuentra el Viceministro de Transportes, en el uso de bienes del Consejo de Trasporte Público, al ser éste quien funge a su vez como Presidente de ese Consejo, aspecto que es el que se deriva de la situación de hecho detallada a este órgano contralor por parte de esa Auditoría Interna.


Es con fundamento en ese cuadro fáctico que esta Contraloría General estimó que si bien es cierto el Consejo de Transporte Público es un órgano de desconcentración máxima y personalidad jurídica instrumental del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, lo cual implica un manejo independiente de los recursos por parte de ese Consejo respecto al ente al cual pertenece, y que debido a ello no resulta posible que ese Ministerio utilice bienes de ese Consejo a menos que se recurra a alguno de los mecanismos previstos por el ordenamiento jurídico para habilitar un uso de esa naturaleza, esa Auditoría Interna, debido a la situación particular del Viceministro de Transportes como Presidente de ese Consejo, debía recurrir a principios de lógica, conveniencia, razonabilidad y proporcionalidad en el estudio que hiciera sobre esa situación, esto con el fin de que lograr un uso óptimo de los recursos limitados de esa Auditoría Interna y la necesidad de que los estudios que se realicen tengan un impacto real sobre la Hacienda Pública y la consecución de objetivos institucionales.


Siendo así lo anterior, no entiende esta Contraloría General cómo pretende esa Auditoría Interna que a partir de un cuadro fáctico limitado y ante la ausencia de una consulta concreta, este órgano contralor respondiera preguntas que no se hicieron en relación con la posibilidad de firmar convenios, contratos u otros mecanismos previstos por la ley para ceder, trasladar o prestar su patrimonio, activos, materiales, suministros o personal.


Sin ánimo de polemizar, evidentemente la calidad de una respuesta depende de la calidad de la pregunta.  Dentro de las múltiples funciones de esta Contraloría General no están las de adivinar cuáles son las verdaderas intenciones de una determinada dependencia al momento de formular una consulta en forma imprecisa o incompleta.


Desconocemos si sobre este punto existió consenso en la reunión a la que usted hace referencia, pero sin duda fue lo que se les expuso a sus subalternos en ese momento.  De esta forma, sus apreciaciones pueden ser producto de que usted no participó en dicha reunión, que los puntos expuestos por esta Contraloría General no fueron comprendidos en sus verdaderas dimensiones o que a usted se le informó mal sobre esos supuestos consensos y lo indicado por este órgano contralor.


Aclarado lo anterior, se procede a dar respuesta a las preguntas dirigidas a esta Contraloría General.


El artículo 26 de la Ley N° 7969 establece que el patrimonio del Consejo de Transporte Público de ningún modo podrá ser traspasado al Gobierno central ni a sus instituciones y que tampoco podrá ser usado por ellos, de lo cual se deduce con claridad que no es factible que dicho Consejo ni su Director Ejecutivo puedan suscribir convenios con el fin de trasladar los bienes de ese Consejo ni al Gobierno central ni al sector descentralizado.

Atentamente,

       Ing. Álvaro M. Vargas Solís


          Lic. Roy Ramos Morales 

             Gerente de Área


      
                     Fiscalizador
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